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Expediente: 93/2022 

 

ACUERDO 8/2023, de 25 de enero, del Tribunal Administrativo de Contratos 

Públicos de Navarra, por el que se resuelve la reclamación especial en materia de 

contratación pública interpuesta por don L. F. R. B., en nombre y representación de 

LIMPIEZAS Y SERVICIOS MAJU, S.L., frente a la Resolución 466E/2022, de 14 de 

diciembre, de la Directora General de Presupuestos, Patrimonio y Política Económica, 

por la que se adjudica a SACYR FACILITIES, S.A. el lote 10 del contrato del servicio 

de limpieza de los locales de uso administrativo del Gobierno de Navarra y sus 

organismos autónomos adscritos durante el año 2023. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- Con fecha 26 de septiembre de 2022 se publicó en el Portal de 

Contratación de Navarra el anuncio de licitación de la contratación de los servicios de 

limpieza de edificios destinados a oficinas de los distintos Departamentos de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus Organismos Autónomos. La 

publicación de dicho anuncio en el Diario Oficial de la Unión Europea se produjo el 28 

de septiembre. 

 

El objeto de dicho contrato se dividió en 17 lotes, comprendiendo cada uno un 

diverso número de locales. Los licitadores que concurrieron al lote 10, que agrupa 

locales de la zona de Burlada-Villava, fueron los siguientes: 

- R. L. M. 

- SACYR FACILITIES, S.A. 

- LIMPIEZAS Y SERVICIOS MAJU, S.L. 

 

SEGUNDO.- Con fecha 7 de noviembre Mesa de Contratación procedió a abrir 

el único sobre previsto en el pliego regulador del contrato, comprensivo del DEUC, de 
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la indicación del correo electrónico de la licitadora a efectos de notificaciones y de la 

oferta relativa a los criterios de adjudicación evaluables mediante fórmulas objetivas, 

encomendando a una de las vocales la valoración de las ofertas y al secretario la 

revisión del DEUC y de la restante documentación aportada por los licitadores. 

 

El 14 de noviembre la Mesa de Contratación examinó el informe de valoración 

de las ofertas elaborado el día 9, solicitando a R. L. M., respecto al lote 10, la 

justificación de su oferta económica y del precio/hora de los servicios extraordinarios al 

ser considerados anormalmente bajos. Igualmente, se le solicitó dicha justificación por 

entender que su oferta no cubría los costes laborales del servicio. 

 

Con fecha 24 de noviembre se acordó la exclusión de dicho licitador, al no 

justificar debidamente su oferta económica, proponiendo como adjudicataria de este lote 

a SACYR FACILITIES, S.A. 

 

 Por la Resolución 466E/2022, de 14 de diciembre, de la Directora General de 

Presupuestos, Patrimonio y Política Económica, se adjudicó a SACYR FACILITIES, 

S.A. el lote 10 del contrato de limpieza. 

 

TERCERO.- Con fecha 22 de diciembre, don L. F. R. B. interpuso, en nombre y 

representación de LIMPIEZAS Y SERVICIOS MAJU, S.L., una reclamación especial 

en materia de contratación pública frente a la adjudicación de dicho lote, formulando las 

siguientes alegaciones: 

 

Única. Infracción del principio de concurrencia (así como de publicidad y 

transparencia) y de los criterios de adjudicación, así como del pliego, por adjudicación a 

oferta anormalmente baja 

 

Señala que, conforme al artículo 98 de la LFCP, no procede adjudicar contratos 

a ofertas que sean anormalmente bajas (que se presume no van a cumplir el contrato) 

porque vulnera los principios básicos de la contratación ya que no se adjudicaría a la 

oferta más ventajosa. 
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Manifiesta que, igualmente, es claro que con independencia de lo que señale el 

pliego (que puede concretar o determinar desde cuándo se presume en todo caso que 

existe una oferta anormalmente baja), si una oferta se demuestra que es anormalmente 

baja (aunque cumpla lo previsto en el pliego para no presumirse anormalmente baja) no 

puede ser objeto de adjudicación, máxime en el presente supuesto en el que la mercantil 

reclamante interpuso un recurso de alzada contra el pliego por entenderlo en dicho 

extremo disconforme a derecho, recurso que no se ha resuelto y que se adjunta como 

documento 2. 

 

Alega que en el presente caso el precio de oferta y adjudicación del lote 

impugnado infringe el precepto trascrito y hace presumir que el contrato no se va a 

cumplir regularmente. 

 

Señala que el precio de la prestación de servicios de limpieza está basado en tres 

elementos, que son la mano de obra directa, los aprovisionamientos y los gastos de 

estructura y organización, si bien la Mesa de Contratación se ha centrado, a la hora de 

valorar la anormalidad de la oferta, en la comprobación de si la misma cubre los costes 

laborales y sociales, “sin entrar a valorar si se cubren los costes necesarios para llevar 

a cabo la labor de organización del servicio, supervisión de las labores, gestión del 

personal, etc., es decir, no entra a valorar el coste de aprovisionamientos, utillaje, 

servicios exteriores, amortización de inversiones, gastos financieros, etc. etc. tan 

imprescindible como los laborales para la viabilidad del servicio que se pretende 

contratar”. 

 

Manifiesta que el artículo 66.3.b) de la LFCP dispone que “la oferta económica 

deberá ser adecuada para que el adjudicatario haga frente al coste derivado de la 

aplicación, como mínimo, del convenio sectorial que corresponda, sin que en ningún 

caso los precios/hora de los salarios contemplados puedan ser inferiores a los 

precios/hora, más las mejoras precio/hora del convenio más los costes de la Seguridad 

Social”, si bien ello no ha de suponer que no deban valorarse el resto de elementos 

(aprovisionamientos y gastos de estructura), pues la oferta debe ser suficiente para 
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garantizar la viabilidad del servicio contratado y si no se presupuestan adecuadamente 

estos dos elementos, el servicio no será viable. 

 

Alega que la nula valoración que la Mesa de Contratación hace de estos costes 

contrasta con la aclaración de 4 de octubre de 2022 (documento “Desglose precio 

máximo de licitación por lote.pdf”), que se acompaña como documento 3, donde se 

detallan estos costes bajo la denominación “Otros costes (bajas, permisos, etc., costes 

directos de la ejecución, gastos generales y beneficio)” y se cuantifican en casi un 21% 

de los costes salariales. Es decir, la entidad contratante conoce la importancia de este 

capítulo de gasto y lo dota de presupuesto suficiente, pero, en su afán por justificar las 

ofertas anormalmente bajas presentadas, se ve en la necesidad de obviarlo y así lo hace. 

 

Alega que, en el presente caso, el precio de adjudicación ni siquiera cubre el 

coste laboral, pues, como se aprecia en la tabla de costes y memoria explicativa que se 

adjunta como documento 4, el coste laboral supera en 28.801,17 euros el precio de 

adjudicación. 

 

Señala que todos los parámetros de gasto que han utilizado se han tratado con 

criterio de prudencia, habiendo otros componentes de gasto o matices en los mismos 

que los elevan y que, sin embargo, ante la dificultad de su cuantificación, se han 

obviado. 

 

Manifiesta que, para el caso de que trate de justificarse el precio acudiendo al 

argumento de que la adjudicataria contratará personal discapacitado, perceptor de renta 

garantizada, víctima de violencia de género, que haya finalizado un itinerario de 

inserción o desempleada de larga duración, que abaratarán su coste en materia de 

cotizaciones sociales, deben manifestar que la adjudicataria, en el depósito de sus 

cuentas anuales en el Registro Mercantil que se acompaña como documento 5, 

manifiesta tener un 3,18% de personal con discapacidad, dato este que debe servir a la 

entidad contratante para desconfiar de que este concepto vaya a ser el que dote de 

viabilidad el contrato. 
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Alega, igualmente, que la adjudicataria ha ofertado el compromiso de 

contratación de personas de las calificadas en el párrafo anterior y que se regula en el 

apartado 9.3 del pliego (Criterios de adjudicación – Compromiso de contratación de 

personas: 10 puntos), donde se dice que “Se otorgarán 10 puntos a la entidad licitadora 

que se comprometa a que las nuevas contrataciones de personal dedicado a la 

ejecución de este contrato (sea para sustituciones temporales, jubilaciones, para 

realizar el trabajo de forma habitual u otras circunstancias), reúna alguna de las 

siguientes características: …”, debiendo manifestar al respecto que en contratos donde 

prestan servicio personas trabajadoras contratadas a tiempo parcial, como es el caso, 

este compromiso es de imposible cumplimiento si se ha de cumplir con la normativa 

laboral, pues el convenio del sector establece en su artículo 25.bis Mejora del empleo, 

que “Las empresas incluidas dentro del ámbito de aplicación del presente convenio 

deberán ofertar a sus trabajadores con contrato a tiempo parcial las ampliaciones de 

jornada que se produzcan como consecuencia de la existencia de vacantes o 

ampliaciones de contratos de los clientes”, razón por la que al adquirir este compromiso 

la adjudicataria incumple con la normativa laboral, debiendo quedar excluida de la 

licitación tanto ella como todas las empresas que lo hayan ofertado. 

 

Solicita, atendiendo a lo expuesto, la anulación del acto recurrido y la 

retroacción de actuaciones para su nueva valoración y adjudicación. Señala, por último, 

que una vez revise el expediente remitido por el Gobierno de Navarra solicitará, en su 

caso, prueba. 

 

CUARTO.- Con fecha 27 de diciembre el órgano de contratación presentó un 

escrito solicitando el levantamiento de la suspensión automática del acto recurrido, 

solicitud que fue desestimada por el Acuerdo 110/2022, de 29 de diciembre. 

 

QUINTO.- Con fecha 22 de diciembre se requirió al órgano de contratación la 

aportación del correspondiente expediente así como, en su caso, de las alegaciones que 

estimase convenientes, en cumplimiento del artículo 126.4 de la LFCP. 
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Transcurrido el plazo de dos días hábiles legalmente previsto se reiteró la 

solicitud con fecha 29 de diciembre, advirtiéndose que el plazo de resolución de la 

reclamación quedaba en suspenso hasta la aportación completa del expediente durante 

un plazo máximo de cinco días naturales, así como que, transcurrido dicho plazo sin que 

se hubiera aportado aquel, se continuaría con la tramitación de la reclamación y que las 

alegaciones que pudieran formularse extemporáneamente no serían tenidas en cuenta 

para la adopción del acuerdo correspondiente. 

 

Finalmente, el mismo día 29 de diciembre el órgano de contratación aportó el 

expediente, así como un escrito de alegaciones donde señala que, al contrario de lo que 

pretende el reclamante, no se ha infringido ninguno de los principios que rigen la 

contratación pública, en particular los de concurrencia, publicidad y transparencia, 

como tampoco se han infringido los criterios de adjudicación o cualquier otro extremo 

del pliego regulador de la contratación. Afirmación que se sustenta en los siguientes 

fundamentos: 

 

1ª. Señala que el día 26 de octubre de 2022 el ahora reclamante interpuso un 

recurso de alzada frente al pliego regulador que rige la presente contratación, en el que 

literalmente afirmaba “Partiendo de los datos y circunstancias puestas de manifiesto, se 

da la circunstancia de que la suma de los costes laborales publicados por el órgano de 

contratación y otros costes “necesarios” también publicados por el órgano contratante 

coincide con el precio máximo de licitación.” 

 

Por tanto, hay que partir del reconocimiento que el mismo reclamante lleva a 

cabo, por el que la información aportada por el órgano de contratación, directamente 

vinculada al cumplimiento del principio de transparencia, es congruente, sin incurrir en 

contradicciones entre los servicios solicitados y el coste propuesto. El reclamante afirma 

que los costes señalados en el pliego y sus anexos coindicen con el precio máximo de 

licitación, aseveración que no sólo no se desea rebatir, sino que se corrobora 

expresamente, puesto que tal coincidencia sucede en toda licitación y, aún más, es 

exigible que así suceda puesto que el precio de licitación debe ser adecuado a mercado y 

su determinación viene acompañada por los informes económicos pertinentes que lo 
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justifican. Así, para que el precio sea adecuado a mercado habrá de tenerse en cuenta 

una serie de costes, entre los que destacan los costes laborales y se incluyen otros como 

los costes generales o el beneficio industrial, a título no limitativo. 

 

Manifiesta que la reclamante anuda a su afirmación ya vista la siguiente 

consecuencia que entiende lógica e ineludible: “De ahí se deduce, consecuentemente, 

que un precio inferior al máximo de licitación no cubrirá los costes “necesarios para la 

correcta prestación del servicio”. Estimamos desde ya, por consiguiente, que el precio 

máximo de licitación fijado junto con la posibilidad de reducción del mismo hasta un 

20% infringe el artículo 43 LFCP de Navarra”. 

 

Señala que hay que hacer notar que las anteriores consecuencias que el 

reclamante entiende inevitables para su afirmación inicial se fundan en premisas 

equivocadas. En primer lugar, entiende que “costes necesarios” es una mención 

equivalente a una cantidad de euros cierta y determinada para cualquier entidad que 

licite, cuando resulta razonablemente aparente a un conocedor medio, que la 

interpretación correcta de esta mención ha de ser entendida a los “conceptos de coste”, 

que podrán tener un coste económico distinto para cada empresario, en atención a su 

estructura, capacidad de gestión y otras variables, puesto que es en ese distinto coste 

económico para una misma prestación en lo que se basa el mercado. Por tanto, la 

coincidencia entre el coste derivado del análisis económico y el importe de licitación, 

lejos de ser un defecto del pliego, es una coincidencia natural, y por eso, el importe de 

licitación que se establece es máximo, pero en ningún caso mínimo. 

 

Alega que, además, el reclamante entiende que la fijación de determinado % de 

oferta anormalmente baja autoriza, y casi aconseja, sin más requisitos, la reducción de la 

oferta económica en un % equivalente a dicha oferta anormalmente baja, proscribiendo 

cualquier otra reducción mayor y desaconsejando una menor. Sin embargo, ni de la 

lectura literal del artículo 98 de la LFCP, ni de la interpretación que del mismo ha hecho 

la jurisprudencia, se desprende una actuación semejante que, muy al contrario, exige al 

órgano de contratación dar al licitador la posibilidad de justificar su oferta si es 

anormalmente baja, tal como cumplidamente ha hecho este órgano de contratación en el 
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expediente de referencia, motivando además caso por caso la aceptación o rechazo de 

las ofertas sobre las que se han solicitado aclaraciones. 

 

Manifiesta que, por el contrario, lo que parece pretender el reclamante es que la 

determinación del coste de la prestación debe ser una cuestión con un precio cierto, 

igual para todas las entidades que pueden prestar el servicio, al que ha de sumarse una 

cantidad equivalente al % de oferta anormalmente baja establecido en pliego, 

obteniendo así el importe máximo de licitación, para permitir (y casi parece 

desprenderse que aconsejar) que las empresas licitadoras hagan una oferta con un % de 

rebaja equivalente al de oferta anormalmente baja, con el imperativo rechazo de todas 

aquellas ofertas que resulten inferiores al umbral de anormalidad. Proceder que ya se ha 

visto, no sólo no exige, sino que no permite la LFCP. En definitiva, procede recordar 

que realizar una oferta inferior al importe de licitación es una facultad para las entidades 

licitadoras, pero no una obligación. 

 

Concluye que, todo lo anterior, sumado al hecho de que el reclamante no adjuntó 

a su recurso de alzada el anexo que afirmaba (que no hubiera dejado de ser un cálculo 

con sus propios costes, que no invalidan los cálculos realizados por el órgano de 

contratación) hubiera llevado a su desestimación, resultando de aplicación lo previsto en 

el artículo 24.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común, por el que el sentido del silencio es negativo, dado que el plazo de resolución 

de dicho recurso ha finalizado sin pronunciamiento expreso. 

 

2ª. Manifiesta que el argumento del reclamante consiste en señalar que una 

oferta anormalmente baja no puede ser objeto de adjudicación y afirma que, en los lotes 

2, 4, 7 y 10, el precio de adjudicación no cubre los costes laborales ni queda ningún 

margen para el resto de costes “necesarios”, que no se han tenido en cuenta para realizar 

la adjudicación. 

Señala que, para corroborar esta afirmación, el reclamante adjunta un cuadro con 

su cálculo de costes de personal, cuyo contenido quiere hacer prevalecer al realizado en 

primer lugar por parte de la entidad contratante (que fue objeto de publicación y no fue 

discutido por ninguna licitadora), que obtiene la consideración de importe de licitación, 



 9 

y también al realizado posteriormente por la entidad adjudicataria del servicio, e incluso 

por aquellas otras clasificadas antes que él en la licitación. 

 

Manifiesta que es preciso llamar la atención acerca de que en el lote 10 el precio 

de adjudicación, pese a la afirmación de la reclamante, sí cubre los costes laborales 

inicialmente previstos por el órgano de contratación. 

 

Señala que el reclamante no discute que el órgano de contratación haya actuado 

con arreglo a las exigencias legales en cuanto que ha pedido aclaraciones sobre las 

ofertas presentadas por las adjudicatarias, de acuerdo con el artículo 98 de la LFCP, y 

específicamente sobre los costes laborales propuestos, de acuerdo con la exigencia legal 

establecida por el artículo 43.5 de la LFCP referido al precio del contrato, que es la 

cantidad por la que finalmente se ejecutará la prestación (por oposición al importe del 

contrato o precio máximo de licitación, al que se refiere el artículo 42.2 de la LFCP). 

 

Así las cosas, el debate se centra en determinar si la justificación y argumentos 

de los costes propuestos por el adjudicatario para la ejecución del servicio son 

suficientes para cubrir los costes laborales y el resto de gastos, de forma razonada, y sin 

que a juicio del órgano de contratación se ponga en riesgo la correcta ejecución del 

contrato. 

 

Respecto a los argumentos utilizados por la entidad adjudicataria para justificar 

los costes propuestos, señala que en el lote 10 no hay justificación porque no se pidieron 

aclaraciones, dado que la oferta de la licitadora era suficiente para cubrir los costes 

laborales y no incurría en oferta anormalmente baja. 

 

Señala que estos argumentos fueron estimados suficientes para, por un lado, 

asegurar los derechos de las personas trabajadoras, y, por otro, no poner en riesgo la 

ejecución de la prestación contratada, todo ello caso por caso, por parte de la Mesa de 

Contratación (y del órgano de contratación, que adjudicó el contrato) tal como consta en 

los informes y actas que acompañan al expediente. 
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Alega que, a pesar de todo, el reclamante considera que las justificaciones 

aportadas deben suscitar la desconfianza de la entidad contratante porque el % de 

personas con discapacidad que manifiesta tener el adjudicatario es reducido (cuentas 

anuales registradas en el Registro Mercantil), sin que en ningún momento el reclamante 

establezca una relación cuantitativa, ni siquiera hipotética, entre el % de personas 

empleadas que serían adscritas a la ejecución del contrato en aplicación de ese mismo % 

de personas discapacitadas registrado, y la reducción de costes que ello podría suponer y 

que a su criterio no debería ser suficiente para alcanzar los ahorros propuestos en las 

aclaraciones; ficción que, por otra parte, demostrando un mayor esfuerzo 

argumentativo, tampoco resultaría de utilidad porque el porcentaje señalado recogido en 

el Registro Mercantil se refiere a la totalidad de la empresa, y no prejuzga el porcentaje 

que se podrá aplicar a la concreta ejecución de este contrato, que puede ser muy 

superior. 

 

Manifiesta, igualmente, que esta inconsistencia no es la única, sino que, además, 

existen otras situaciones personales, distintas a la discapacidad, que también permiten a 

una empresa obtener determinados ahorros, como es la contratación de personas 

víctimas de violencia de género, desempleados de larga duración, personas en riesgo de 

exclusión que hayan completado un itinerario de inserción etc., como el mismo 

reclamante señala en su escrito, y que no cuantifica, sino que obvia. Señala que lo cierto 

es que el órgano de contratación no tuvo en cuenta en el cálculo del coste del personal 

los posibles ahorros a obtener por bonificaciones en las cuotas a la seguridad social, 

subvenciones u otros beneficios económicos, por lo que la argumentación del 

adjudicatario, lejos de suscitar desconfianza, hizo valorar que existe margen para la 

capacidad de gestión de personal de las empresas, que les permite la obtención de 

ahorros, y por tanto, la realización de ofertas más económicas que el establecido como 

importe de licitación. 

 

Alega que, relacionado con lo anterior, el reclamante afirma que el criterio de 

adjudicación de tipo social denominado “compromiso de contratación de personas” al 

que se otorgan 10 puntos, es de imposible cumplimiento dado que el convenio colectivo 

aplicable establece un cláusula denominada “Mejora del empleo” por la que “las 
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empresas incluidas dentro del ámbito de aplicación del presente convenio deberán 

ofertar a sus trabajadores con contrato a tiempo parcial las ampliaciones de jornada 

que se produzcan como consecuencia de la existencia de vacante o ampliaciones de 

contratos de clientes”.  

 

Señala que, en primer lugar, hay que recordar que si el contenido del criterio de 

adjudicación es de imposible cumplimiento, hubiera procedido su anulación, y el 

momento procesal oportuno para haberlo puesto de manifiesto finalizó diez días 

naturales después de la publicación del anuncio de licitación, no siendo preciso recordar 

al Tribunal su propia doctrina a este respecto. Manifiesta que lo que sí es necesario 

hacer notar es que la lectura que el reclamante hace de la obligación establecida por el 

convenio colectivo y su trascendencia para la aplicación del criterio de adjudicación es 

notablemente reduccionista, en defensa de su postura, pero ni mucho menos es la única 

lectura posible. Así, de acuerdo con el texto del propio convenio, es obligatorio que la 

empresa ofrezca a sus propios trabajadores a tiempo parcial aquellos contratos de 

ampliación de jornada, vacantes, etc., sin embargo, de aquí no se desprende de forma 

automática e inevitable la imposibilidad de aplicar el criterio de adjudicación tal como 

está establecido en el pliego, como se verá: 

 
a) Esta obligación de la empresa no está aparejada a una obligación de los 

trabajadores para aceptar las ofertas, que pueden aceptarlas o rechazarlas.  

b) Esta obligación es aplicable a los trabajadores de la empresa, conjunto de 

personas que no es posible equiparar a los trabajadores que están adscritos a la 

ejecución de este concreto contrato, que son sólo una parte de los de la empresa.  

c) De entre todos los trabajadores de la empresa a los que puede ofrecerse el 

contrato, y que lo acepten, es posible que haya los suficientes para cumplir con la 

obligación mencionada por el criterio de adjudicación, que contempla un amplio 

abanico de situaciones personales que darían por cumplida la finalidad social de este 

criterio.  

d) Si no existen dentro de la empresa trabajadores que quieran o puedan ejecutar 

el contrato (por incompatibilidad de horarios u otros motivos) podrá contratarse a otras 

personas que cumplan los requisitos establecidos.  
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Concluye que, por tanto, resulta evidente que el cumplimiento del criterio de 

adjudicación no es imposible y que, de hecho, su cumplimiento justifica la obtención de 

ahorros que no fueron previstos por el órgano de contratación en sus cálculos y sí fueron 

tenidos en cuenta a la hora valorar las justificaciones aportadas por las empresas a 

requerimiento de la mesa de contratación, lo que permite entender cubiertos los costes 

laborales y deja un margen, distinto en cada caso, para el resto de costes del servicio, 

que son distintos para cada empresa y han de considerarse adecuados en tanto se 

mantenga el carácter oneroso de la prestación. 

 

3ª. Alega que todo lo anterior encuentra refrendo en el expediente, del que se 

desprende que han sido varias las empresas interesadas en la licitación, que han 

presentado oferta a sus lotes, y todas ellas han realizado un cálculo del coste de personal 

distinto del realizado por el órgano de contratación y también distinto de los realizados 

tanto por el adjudicatario como por el contratante, por lo que el principio de 

concurrencia no se ha visto cuestionado en ningún momento. 

 

Señala que tampoco las decisiones de la mesa de contratación, aceptadas por el 

órgano de contratación, han estado motivadas por el afán de justificar las ofertas tan 

anormalmente bajas, tal y como señala el reclamante, sino que, al contrario, en la 

búsqueda del interés público y de la oferta con la mejor relación calidad-precio se ha 

llevado a cabo una valoración individualizada de cada oferta y de las justificaciones 

complementarias, con riguroso respeto al principio de igualdad, y se han excluido 

aquellas ofertas que se ha entendido que no garantizan el respeto de los derechos de las 

personas trabajadoras ni el correcto cumplimiento del objeto del contrato, dando lugar 

incluso, a la declaración de desierto en un lote. 

 

Solicita, atendiendo a lo expuesto, la desestimación de la reclamación 

interpuesta y la acumulación de las reclamaciones 90/2022, 91/2022, 92/2022 y 

93/2022, relativas a la adjudicación de los lotes 2, 4, 7 y 10. 

 

SEXTO.-  El 2 de enero se dio traslado de la reclamación a las demás personas 

interesadas para que alegasen lo que estimasen oportuno, conforme al artículo 126.5 de 



 13 

la LFCP, habiéndose presentado las siguientes alegaciones por SACYR FACILITIES, 

S.A. con fecha 5 de enero: 

 

1ª. Que la reclamación es inconsistente y se basa exclusivamente en 

apreciaciones subjetivas y en actitudes meramente voluntaristas a favor de su oferta, 

pretendiendo imponer su propio criterio subjetivo al empleado por los técnicos 

valoradores y por la Mesa de Contratación. 

 

Manifiesta que la recurrente pretende desvirtuar la decisión de la Mesa de 

Contratación oponiéndose a la discrecionalidad técnica de la administración en base a 

criterios y valoraciones subjetivas, obviando que la “la disconformidad con los criterios 

técnicos sólo puede producirse cuando resulte manifiesta la arbitrariedad, la 

desviación de poder o la ausencia de justificación del criterio adoptado” (sentencia del 

Tribunal Constitucional 34/1995, de 6 de febrero). 

 

2ª. Que es radicalmente falso que la oferta de SACYR haya incurrido en baja 

temeraria, razón por la que no se les requirió su justificación, ni, tan siquiera, la de los 

costes de personal, como sí sucedió en otros lotes de este contrato. 

 

Señala que la recurrente insiste en anunciar que la oferta de SACYR incurre en 

temeridad “aunque cumpla lo previsto en el pliego para no presumirse anormalidad”, 

desoyendo las resoluciones de los Tribunales Administrativos que establecen que solo 

incurren en temeridad las ofertas que traspasan el umbral señalado en los pliegos. 

 

Manifiesta que en los cálculos de personal queda justificado el ahorro de costes, 

así como el cumplimiento del convenio colectivo aplicable y del pliego. 

3ª. Que, en relación con el cumplimiento del compromiso de contratación, si 

bien es cierto que conforme al convenio colectivo la empresa se compromete a ofertar 

las ampliaciones de jornada, también lo es que los trabajadores no están obligados a 

aceptar dicha ampliación, tal y como establece el mismo, razón por la que es factible el 

cumplimiento del citado compromiso. 
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Atendiendo a lo expuesto solicita la desestimación de la reclamación especial 

interpuesta. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- Conforme a lo dispuesto en el artículo 4.1.b) de la LFCP, a los 

contratos celebrados por la Administración de la Comunidad Foral de Navarra se les 

aplicará dicha ley foral, siendo el acto adjudicación impugnado susceptible de 

reclamación ante este Tribunal conforme al artículo 122.2 de dicha ley foral. 

 

SEGUNDO.- La reclamación ha sido interpuesta por persona legitimada al 

tratarse del licitador segundo mejor calificado en el lote 10 del contrato de referencia, 

acreditando así un interés directo o legítimo, cumpliendo con ello el requisito 

establecido en los artículos 122.1 y 123.1 de la LFCP.  

 

TERCERO.- La interposición de la reclamación se ha realizado en la forma y 

dentro del plazo legalmente previstos en los artículos 126.1 y 124.2.b) de la LFCP. 

 

CUARTO.- La reclamación se fundamenta en la infracción de las normas de 

publicidad, concurrencia y transparencia en la licitación o adjudicación del contrato y, 

en particular, de los criterios de adjudicación fijados y aplicados, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 124.3.c) de la LFCP. 

 

QUINTO.- Antes de entrar en el fondo del asunto, como hicimos en las 

resoluciones de las reclamaciones interpuestas frente a la adjudicación de los lotes 2, 4 y 

7 de este mismo procedimiento de licitación, debemos reiterar la desestimación de la 

solicitud de acumulación formulada por el órgano de contratación en su escrito de 

alegaciones. 

 

En dichas resoluciones (por todos, Acuerdo 5/2023, de 23 de enero) con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
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Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en la 

sentencia de 4 de marzo de 1989 del Tribunal Supremo, hemos puesto de manifiesto que 

no existe un deber por parte de la Administración de acumular los procedimientos, 

tratándose en todo caso de una potestad de ejercicio discrecional, tal y como resulta con 

claridad del precepto legal transcrito, que establece que “podrá disponer, de oficio o a 

instancia de parte, su acumulación” por tanto, resultará determinante para adoptar la 

decisión que exista una identidad sustancial o íntima conexión entre las reclamaciones 

que aconseje su acumulación. 

 

Siendo esto así, como decimos no podemos sino reiterar lo señalado en los 

precitados pronunciamientos de ese Tribunal, donde manifestamos que el órgano de 

contratación no motiva la petición en tal senito realizada y que si bien es cierto que 

existen similitudes en las referidas reclamaciones, sin embargo, la resolución de cada 

una de ellas dependerá en primer lugar de la existencia de legitimación activa de la 

reclamante en cada procedimiento, es decir se debe verificar que exista un beneficio 

real, directo y efectivo lo cual debe analizarse de manera individualizada; para, en 

segundo lugar, y en función de la legitimación, analizarse las otras pretensiones 

formuladas referidas a la imposibilidad de adjudicar el contrato a una oferta 

anormalmente baja y el imposible cumplimiento del compromiso de contratación 

previsto como criterio de adjudicación. Razones todas ellas que justifican un análisis y 

resolución separada de dichas reclamaciones, por no apreciar identidad sustancial o 

íntima conexión entre ellas. 

 

SEXTO.- Entrando ya en las cuestiones de fondo planteadas, razones de 

ordenación sistemática aconsejan que abordemos en primer lugar la impugnación del 

criterio de adjudicación “compromiso de contratación de personas” que a juicio de la 

reclamante no es ajustado a derecho, y en base al cual fundamenta su pretensión de 

exclusión de todas aquellas personas licitadoras que lo hayan ofertado, por cuanto como 

indica la Sentencia de 4 de diciembre de 2003, del Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea (Asunto C-448/01, EVN and Winston contra República de Austria) la 

anulación de un criterio de adjudicación conlleva la de la propia licitación; resultando 

así que una eventual estimación de la reclamación en este punto haría innecesario el 
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análisis del resto de cuestiones planteadas que postulan la anulación de la adjudicación 

con retroacción de actuaciones para una nueva valoración y adjudicación de este lote. 

 

Al respecto, sostiene la reclamante la imposibilidad de cumplir el compromiso 

de contratación previsto como criterio de adjudicación, dado que contravendría el 

artículo 25.bis del convenio colectivo del sector. Efectivamente, la cláusula 9.3 del 

pliego regulador contempla, como criterio de adjudicación, el siguiente: “3. 

Compromiso de contratación de personas: 10 puntos  

Se otorgarán 10 puntos a la entidad licitadora que se comprometa a que las 

nuevas contrataciones de personal dedicado a la ejecución de este contrato, (sea para 

sustituciones temporales, jubilaciones, para realizar el trabajo de forma habitual u 

otras circunstancias), reúna alguna de las siguientes características:  

 Un porcentaje de discapacidad igual o superior al 33%  

 Perceptoras de renta garantizada  

 Víctimas de violencia de género 

 Que hayan finalizado un itinerario de inserción  

 Desempleadas de larga duración  

Para la valoración de la oferta presentada para este criterio deberá 

cumplimentar debidamente el punto 3 del Anexo III del pliego regulador.” 

 

Se observa sin dificultad, que la reclamante viene a cuestionar dicho criterio de 

adjudicación, no con ocasión de una reclamación interpuesta frente al pliego que lo 

contiene, sino en la impugnación del acto de adjudicación del contrato, viniendo a 

constituir así un recurso indirecto frente a aquel, que solamente resulta admisible de 

manera muy excepcional. 

 

En este sentido, cabe recordar lo señalado por este Tribunal en su Acuerdo 

40/2022, de 6 de mayo, donde dijimos que “(…), vistos los términos en que está 

planteada la reclamación, podemos inferir que lo que en realidad se cuestiona es la 

legalidad de la citada prescripción técnica, no una aplicación errónea o arbitraria de 

ésta determinante de la exclusión de la oferta formulada por la reclamante; 

constituyendo de este modo una suerte de impugnación indirecta del pliego, más allá 
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del plazo habilitado a estos efectos, aprovechándose así la interposición de la 

reclamación frente a su exclusión para atacar el pliego regulador. 

Siendo esto así, y teniendo en cuenta que conforme a lo dispuesto en el artículo 

53.1 LFCP la presentación de proposiciones supone la aceptación incondicionada del 

pliego, sin salvedad o reserva alguna, que constituye la ley del contrato vinculando 

tanto a la entidad contratante como a los participantes en la licitación, la primera 

cuestión a resolver es la relativa a si es posible impugnar el pliego regulador con 

ocasión de la impugnación de los posteriores actos que se van produciendo en el 

proceso de adjudicación del contrato, y, en el supuesto de que la respuesta a esta 

cuestión sea afirmativa, si, en el presente caso, concurren los requisitos que harían 

viable tal acción de impugnación. 

Al respecto, como indicamos en nuestro Acuerdo 2/2021, de 7 de enero, la 

admisión de la impugnación del pliego regulador más allá del momento procedimental 

habilitado al efecto, con ocasión de uno de los actos posteriores del procedimiento 

como puede ser la adjudicación resulta excepcional. Ello obedece a que el pliego 

regulador constituye una actuación administrativa dentro del procedimiento de 

licitación susceptible de impugnación autónoma; lo que, obviamente, debe realizarse 

dentro del plazo legalmente previsto, siendo el dies a quo del cómputo de dicho plazo el 

siguiente de su publicación en el medio que en cada caso corresponda. Por eso, una vez 

que los Pliegos devienen firmes, solo es posible examinar si el acto de adjudicación se 

ha ajustado o no a estos, pero no discutir la legalidad de aquellos (Sentencia del 

Tribunal Supremo de 11 de julio de 2006). 

Este principio quiebra, ciertamente, en los casos en los que los Pliegos 

adolezcan de vicios de nulidad de pleno derecho, que pueden apreciarse y declararse 

en cualquier momento posterior, si bien tales motivos deben apreciarse de forma 

excepcional y restrictiva. Así, la única excepción a esta regla es que se tratase de un 

vicio de nulidad de pleno derecho que no hubiera podido detectarse en el momento de 

la aprobación del pliego por una interesada normalmente diligente y razonablemente 

informada, siendo en un momento posterior de la licitación cuando es posible 

evidenciar la nulidad de la cláusula del pliego (sensu contrario, Sentencia del Tribunal 

de Justicia de la Unión Europea, de 12 de marzo de 2015, asunto C-538/13 Evigilo, 

apartados 52 a 58). 
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Doctrina recogida en la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de marzo de 

2021, cuyo fundamento de derecho cuarto razona lo siguiente: 1. La cuestión que 

presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia es la que 

consta en el Antecedente de Hecho Tercero de esta sentencia y puede ahora concretarse 

aún más en estos términos: si consentidos los PCAP, cabe atacarlos indirectamente al 

impugnarse el acto de adjudicación; o bien sólo será eso posible si incurren en un 

motivo de nulidad de pleno Derecho por infringir los principios de igualdad, publicidad 

y transparencia, pero no cuando la infracción sea de mera anulabilidad. 

(…) 

3º En efecto, lo que la sentencia aborda es la impugnación indirecta de los 

pliegos consentidos y resuelve que sí cabe tal impugnación conforme a la sentencia 

eVigilo, y añade que al enjuiciarse el acto de adjudicación debe advertirse si los 

pliegos incurren en alguna causa de nulidad de pleno Derecho. 

4º Así, tras admitir tal impugnabilidad, lo que es ya realmente esa ratio 

decidendi se ventila en las circunstancias del caso concreto: advierte que, en efecto, el 

PCAP era defectuoso en cuanto a la fijación de criterios de valoración de las ofertas, 

que ello implicaba la infracción de los principios deducibles del artículo 18 de la 

Directiva 2014/24, pero que en este caso no se había incurrido en un trato 

discriminatorio con relevancia constitucional. 

5º Por tanto, lo relevante para esta casación se ventila en dos planos: la 

posibilidad de impugnar los pliegos al atacarse directamente un acto de aplicación y 

por qué causas o motivos. 

3. Delimitado así lo relevante para esta casación cabe decir lo siguiente 

respecto de la posibilidad de impugnación indirecta: 

1º Es jurisprudencia constante de esta Sala que los pliegos son la ley del 

contrato y una vez aceptados, al no impugnarse en plazo, no pueden ser impugnados 

extemporáneamente: se tienen por firmes y consentidos, sin perjuicio de acudir al 

procedimiento de revisión de oficio, todo ello conforme al artículo 34 de la LCSP 2011, 

hoy artículo 41 de la LCSP 2017 (cfr. la sentencia de esta Sala, Sección Quinta, de 4 

noviembre 1997, apelación 1298/1992). 

2º Tal regla general se basa en obvias razones de seguridad jurídica, por lo 

demás comunes a la preclusión de todo plazo impugnatorio, tanto si se trata de 
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recursos administrativos ordinarios o el especial como el jurisdiccional; además en el 

ámbito contractual hay que añadir las razones de buena fe que presiden la vida del 

contrato: no la habrá si se aceptan y no se impugnan los pliegos, y se reacciona sólo 

cuando su aplicación resulta adversa. 

3º En consecuencia, de no impugnarse los pliegos quedan convalidados, salvo 

que se inste su declaración de nulidad de pleno Derecho por el cauce ordinario de la 

revisión de actos firmes; y aun así la jurisprudencia siempre ha declarado que esa 

posibilidad debe administrarse con prudencia, debe ser una posibilidad apreciada 

excepcional y restrictivamente (cfr. sentencia 1615/2018, de 14 de noviembre, de esta 

Sección, recurso de casación 4753/2017). 

4º A esta jurisprudencia se añade la ya citada sentencia eVigilo, que matiza la 

regla general de inatacabilidad de los pliegos consentidos. Así en lo procedimental el 

plazo preclusivo para impugnarlos se inicia cuando el licitador "tuvo o debiera haber 

tenido conocimiento de la alegada infracción", y en lo sustantivo esa infracción se 

concreta en qué pliegos le sean "incomprensibles o [carezcan] de claridad". En otras 

palabras, es posible la impugnación indirecta cuando un " licitador razonablemente 

informado y normalmente diligente no pudo comprender las condiciones de la licitación 

[sino] hasta el momento en que el poder adjudicador, tras haber evaluado las ofertas, 

informó exhaustivamente sobre los motivos de su decisión". Obviamente tales 

circunstancias deben estar probadas. 

4. Aparte de las causas de impugnación indirecta deducibles de tal sentencia 

eVigilo, a estos efectos se plantea cuál es el alcance de las irregularidades que afectan 

a los principios de la contratación pública del artículo 18 de la Directiva 2014/24, si la 

causa de la ilicitud de los pliegos -la ausencia de criterios de valoración de las ofertas- 

debe integrarse en los motivos de nulidad del artículo 47.1 o si cabe su extensión a 

cualquier otra infracción conforme al artículo 48 de la Ley 39/2015. Esta Sala entiende 

que debe integrarse con los motivos de nulidad de pleno Derecho por las siguientes 

razones: 

1º Se trata de compaginar una excepción a la regla general de que los pliegos 

firmes y consentidos son inatacables por las razones expuestas en el anterior punto 3 de 

este Fundamento de Derecho. Por tanto, tal posibilidad de impugnación indirecta debe 

apreciarse restrictiva y excepcionalmente. 
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2º Ese criterio restrictivo no es novedoso y no deja de ser ilustrativo –como 

referencia-, la jurisprudencia de esta Sala para los casos en los que las bases de las 

convocatorias en el ámbito del Empleo Público devienen firmes y vinculantes: el dogma 

de su inatacabilidad se ha exceptuado sólo si incurren en una causa de nulidad de 

pleno Derecho por infracción de un derecho fundamental (cfr. la sentencia 1040/2019, 

de 10 de julio, de esta Sala y Sección, recurso de casación 5010/2017). 

3º Esa referencia a los casos de nulidad de pleno Derecho se confirma con el 

criterio que inspira el artículo 50.1.b) párrafo cuarto de la LCSP 2017 que prevé lo 

siguiente: "Con carácter general no se admitirá el recurso contra los pliegos y 

documentos contractuales que hayan de regir una contratación si el recurrente, con 

carácter previo a su interposición, hubiera presentado oferta o solicitud de 

participación en la licitación correspondiente, sin perjuicio de lo previsto para los 

supuestos de nulidad de pleno derecho". 

5. Por razón de lo expuesto y a los efectos del artículo 93.1 de la LJCA, a la 

cuestión que presenta interés casacional objetivo se responde que cabe 

excepcionalmente la impugnación indirecta de los pliegos rectores de la licitación, 

consentidos por no haberse impugnado directamente. Para ello deben probarse o las 

circunstancias a las que se refiere la jurisprudencia del TJUE o que incurren en 

motivos de nulidad de pleno Derecho, motivos que se aprecian de forma excepcional y 

restrictiva”. Consideraciones reiteradas en la Sentencia del mismo Tribunal 

1199/2021, de 24 de marzo, cuando indica que Cabe excepcionalmente la impugnación 

indirecta de los pliegos rectores de la licitación, consentidos por no haberse impugnado 

directamente. Para ello deben probarse o las circunstancias a las que se refiere la 

jurisprudencia del TJUE o que incurren en motivos de nulidad de pleno Derecho, 

motivos que se aprecian de forma excepcional y restrictiva. 

En línea con la doctrina jurisprudencial citada, la Sentencia 365/2017, de 13 

septiembre, del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, en la que se recoge la 

doctrina jurisprudencial sobre la nulidad de los Pliegos de contratación, no 

impugnados en tiempo y forma, expuso lo siguiente: “Tras lo expuesto, queda claro que 

en el presente supuesto, el reclamante, al no impugnar el Pliego, se somete a sus 

determinaciones y lo convierte en Ley del contrato siguiendo reiterados criterios 

jurisprudenciales y que por tanto nos encontramos ante un recurso indirecto contra los 
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pliegos, que resulta extemporáneo y respecto del que, en aplicación de la doctrina 

anteriormente transcrita, únicamente procederá la admisión cuando exista un vicio de 

nulidad de pleno derecho y no exista ruptura del principio de buena fe por parte del 

recurrente, ni de la seguridad jurídica, a cuya preservación tiende la firmeza de los 

actos para quienes los han consentido, aspirando a la adjudicación. A este respecto, en 

la última de las sentencias citadas se precisa que para considerar que alguna cláusula 

de un pliego incurre en causa de nulidad de pleno derecho se requiere de una 

motivación detallada y, en todo caso, ésta debe evidenciarse “con una grosera y 

cualificada vulneración de un derecho con amparo constitucional.” 

 

Cabe citar, igualmente, el Acuerdo 2/2021, de 7 de enero, donde indicamos que 

“Sobre la viabilidad de una impugnación indirecta del pliego regulador del contrato, 

recuerda la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de 24 de 

septiembre de 2019, que frente al criterio inicial de inadmisión por extemporáneo del 

recurso, mantenido, entre otras, por la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de febrero 

de 2001, con posterioridad se ha aceptado revisar algunas de las cláusulas de los 

pliegos, una vez transcurrido el plazo para recurrirlos, cuando han incurrido en alguna 

causa de nulidad de pleno derecho argumentando que se trata de un vicio de orden 

público. Y finalmente, tal y como explica la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia 

de Andalucía de 16 de mayo de 2017, la doctrina jurisprudencial sobre esta cuestión ha 

ido evolucionando en una senda trazada en gran parte por resoluciones del TJUE y de 

los diferentes Tribunales Administrativos de Recursos Contractuales, hacia la admisión 

de la impugnación del Pliego tras la adjudicación del contrato en aquellos supuestos en 

que las Bases estaban redactadas en términos tan oscuros o ambiguos que a un 

licitador bien informado le era imposible conocer con exactitud la forma de aplicarlas, 

de tal manera que sólo con motivo de la adjudicación adquiere un cabal conocimiento 

de las mismas. 

Así, razona la Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de mayo de 2017 que 

“Máxime si nos atenemos a que la Sentencia de 4 de julio de 2006, recurso de casación 

9890/2003 afirma "Así en Sentencia de diecinueve de marzo de dos mil uno afirmamos 

que "esta Sala Tercera ha recordado, en sentencia de 6 de febrero de 2001, la 

consolidada doctrina jurisprudencial en cuya virtud el pliego de condiciones constituye 
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la Ley del Concurso, debiendo someterse a sus reglas tanto el organismo convocante 

como quienes soliciten tomar parte en el mismo, especialmente cuando no hubieran 

impugnado previamente sus bases, pues, en efecto, si una entidad licitante se somete al 

concurso tal y como ha sido convocado, sin impugnar en ningún momento las 

condiciones y bases por las que se rija, tomando parte en el mismo, con presentación de 

su correspondiente oferta, y prestando su consentimiento tanto a las propias 

prescripciones de la licitación como a la participación de las restantes entidades, 

carecerá de legitimación para impugnarlo después, contraviniendo sus "propios actos", 

cuando no resulte favorecida por las adjudicaciones, que obviamente, pretendía". 

Que el pliego es la Ley del concurso, y por ello del contrato, como nos recuerda 

la Sentencia citada, es una constante de nuestra jurisprudencia, de modo que su 

aceptación impide a posteriori impugnar sus determinaciones puesto que la 

presentación de la solicitud presupone la aceptación íntegra de las bases que de ese 

modo se consienten y alcanzan firmeza para quien las asume, por lo que pugna con el 

principio de buena fe y lealtad que preside las relaciones jurídicas otra conducta, tanto 

más si la misma procede de quien además fue adjudicatario del contrato, que de ese 

modo conculca el principio que prohíbe ir contra sus propios actos. 

Justamente la Sala de instancia asume tal doctrina plenamente sin que se 

vislumbre -en los pliegos- la existencia de normas palmariamente contrarias al orden 

público que permitieran su impugnación ulterior ni tampoco la existencia de una 

redacción confusa de las cláusulas como si acontecía en el supuesto examinado en la 

STS de 22 de junio de 2016”. 

De este modo, conforme a la doctrina y jurisprudencia citada, la admisión de la 

impugnación del pliego regulador más allá del momento procedimental habilitado al 

efecto, con ocasión de uno de los actos posteriores del procedimiento, como puede ser la 

adjudicación, resulta excepcional, por cuanto, transcurrido el plazo para su recurso y 

una vez presentada la oferta, el pliego deviene firme y consentido.  

 

En este punto conviene aclarar que, si bien la reclamante interpuso un recurso de 

alzada frente al pliego regulador de la presente licitación, lo cierto es que el mismo 

únicamente tenía por objeto la impugnación de la cláusula 10 del mismo, referida a las 
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ofertas anormalmente bajas, sin formular oposición alguna al criterio de adjudicación 

previsto en la cláusula 9.3 que ahora cuestiona. 

 

Así, la única excepción a la regla general a la que venimos aludiendo sería la 

existencia de un vicio de nulidad de pleno derecho que no hubiera podido detectarse en 

el momento de la aprobación del pliego por una interesada normalmente diligente y 

razonablemente informada, siendo en un momento posterior de la licitación cuando se 

ha podido evidenciar. 

 

Pues bien, no se aprecia en el caso sometido a nuestra consideración la 

concurrencia de tal supuesto excepcional, toda vez que la cláusula del pliego que 

contiene el cuestionado criterio de adjudicación es clara, no adoleciendo de oscuridad o 

inconcreción alguna que hubiera imposibilitado su conocimiento, comprensión e 

impugnación en el momento de su publicación por parte de las entidades interesadas en 

la licitación, sin que la aplicación del tal criterio de adjudicación, realizada en sus 

propios términos, sea lo que ha podido generar en la reclamante la conciencia de su 

ilicitud. 

 

Pero es que, además, tampoco se constata una incompatibilidad absoluta entre el 

referido criterio de adjudicación, conforme al cual “Se otorgarán 10 puntos a la entidad 

licitadora que se comprometa a que las nuevas contrataciones de personal dedicado a 

la ejecución de este contrato, (sea para sustituciones temporales, jubilaciones, para 

realizar el trabajo de forma habitual u otras circunstancias), reúna alguna de las 

siguientes características:  Un porcentaje de discapacidad igual o superior al 33%  

Perceptoras de renta garantizada  Víctimas de violencia de género  Que hayan 

finalizado un itinerario de inserción   Desempleadas de larga duración” y el contenido 

del artículo 25. BIS del Convenio Colectivo del Sector de Limpieza de Edificios y 

Locales de Navarra (Boletín Oficial de Navarra núm. 239, de 14 de octubre de 2021), 

según el cual “Las empresas incluidas dentro del ámbito de aplicación del presente 

convenio deberán ofertar a sus trabajadores con contrato a tiempo parcial las 

ampliaciones de jornada que se produzcan como consecuencia de la existencia de 
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vacante o ampliaciones de contratos de los clientes”, que haga imposible su 

cumplimiento. 

 

En este sentido, como sostiene el órgano de contratación en sus alegaciones, si 

bien es cierto que la empresa tiene la obligación de ofertar a sus trabajadores a tiempo 

parcial las ampliaciones de jornada que resulten del nuevo contrato, ello no implica 

necesariamente su aceptación por tales trabajadores, y en caso de ampliarse las jornadas 

de los trabajadores a tiempo parcial, podría ocurrir que los mismos se encontraran en 

alguno de los supuestos previstos en el criterio de adjudicación, no impidiendo ello 

tampoco la contratación de nuevo personal que cumpliera los requisitos del mismo, de 

todo lo cual no se desprende de forma automática e inevitable la imposibilidad de 

aplicar el criterio de adjudicación tal como está establecido en el pliego. 

 

Por lo expuesto, no encontrándonos en el supuesto excepcional que habilita para 

la impugnación indirecta del pliego, no resulta admisible el cuestionamiento que, 

extemporáneamente, la reclamante efectúa del referido criterio de adjudicación cuando, 

habiendo concurrido al contrato, aceptó los términos de la licitación previstos en el 

pliego, y, entre ellos, los criterios de adjudicación, no siendo hasta el momento en que 

no ha resultado adjudicataria del contrato cuando discute su validez.  

 

SÉPTIMO.- Alega la reclamante la procedencia de la anulación del acto de 

adjudicación del lote ahora impugnado con fundamento en la imposibilidad de adjudicar 

el contrato a una oferta anormalmente baja como a su juicio es la que ha resultado 

adjudicataria por resultar insuficiente para garantizar la viabilidad del servicio; 

exponiendo, además, que el precio de adjudicación ni siquiera cubre el coste laboral. 

 

El motivo de impugnación debe ser desestimado por las razones que exponemos 

a continuación. 

 

Sobre las ofertas anormalmente bajas comienza el artículo 98 LFCP disponiendo 

que “1. El pliego determinará, por referencia al precio de licitación o al resto de 

ofertas presentadas, las condiciones para considerar anormalmente baja una oferta 
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atendiendo al objeto de la prestación y las condiciones del mercado. (…)”. Previsión 

legal que nos obliga a acudir a lo dispuesto en el pliego regulador a estos efectos, por 

ser éste el documento donde se deben fijar los parámetros a aplicar en cada caso para 

determinar cuando las ofertas son anormalmente bajas, tal y como de manera expresa 

recoge el Preámbulo de nuestra LFCP cuando señala que “Se ha modificado la 

regulación de las ofertas anormalmente bajas estableciendo la necesidad de que sea el 

propio pliego el que, caso por caso, atendidas las circunstancias concretas de cada 

contrato establezca qué ofertas serán consideradas anormalmente bajas”; no 

asistiendo, por tanto, razón a la reclamante cuando señala que una oferta pueda ser 

anormalmente baja con independencia de lo previsto en el pliego o “aunque cumpla lo 

previsto en el pliego para no presumirse anormalmente baja”, pues precisamente y por 

mandato legal serán anormalmente bajas las ofertas incursas en las condiciones que de 

manera específica establezcan en cada caso los pliegos, de forma que, contrario sensu, 

aquellas que no reúnan tales condiciones en ningún caso podrán ser calificadas como 

anormalmente bajas. 

 

En el supuesto analizado, la cláusula 10 del pliego señala que tendrán la 

consideración de ofertas anormalmente bajas aquellas “cuya bajada sea superior a 20 

puntos porcentuales del precio máximo de licitación. Si se presenta una oferta que se 

presuma anormalmente baja será de aplicación el artículo 98 de la Ley Foral 2/2018, 

de 13 de abril de Contratos Públicos”. Debiéndose advertir que, tal y como consta 

expresamente en la propia resolución de adjudicación la oferta formulada por la 

adjudicataria del lote 10, no es, conforme a lo preceptuado en la dicha cláusula, 

anormalmente baja; motivo por el cual, y sin necesidad de mayor análisis, procede la 

desestimación de esta concreta alegación, 

 

Efectivamente, y entrando ya en la cuestión relativa a la cobertura de los costes 

salariales, la resolución de adjudicación, tras exponer las razones que llevaron a la 

exclusión de la oferta mejor valorada, especifica que “Por su parte las ofertas 

presentadas por el resto de licitadores no incurren en oferta anormalmente baja, ni 

presentan inconcreciones u oscuridades que requieran de aclaración. Se comprueba 

que las ofertas económicas presentadas cubren los costes de personal de los 
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trabajadores a subrogar. Se concluye, por tanto, que las ofertas son viables y se 

aceptan”.  

 

Como puede observarse, no nos hallamos ante una oferta anormalmente baja y 

tampoco ante una oferta que no cubra los costes salariales mínimos fijados en el pliego 

y cuya infracción, caso de concurrir, ha de acarrear inexorablemente como consecuencia 

jurídica, la exclusión de la oferta, pues su admisión implicaría una colisión con la 

garantía de cobro de los derechos de los trabajadores que han de ser adscritos a la 

ejecución del servicio y, por ende, de la obligación legal impuesta en el artículo 66.3.b) 

LFCP cuando exige la incorporación en el pliego, entre otras, de la advertencia de que 

la oferta económica deberá ser adecuada para que el adjudicatario haga frente al coste 

derivado de la aplicación, como mínimo, del convenio sectorial que corresponda, sin 

que en ningún caso los precios/hora de los salarios contemplados puedan ser inferiores a 

los precios/hora, más las mejoras precio/hora del convenio más los costes de Seguridad 

Social. Previsión legal que, conviene también recordar, guarda coherencia con el 

mandato contenido en el artículo 98.4 LFCP que indica que “En todo caso, se 

rechazarán las ofertas si se comprueba que son anormalmente bajas porque vulneran 

la normativa sobre subcontratación o no cumplen las obligaciones aplicables en 

materia medioambiental, social o laboral, nacional o internacional, incluyendo el 

incumplimiento de los convenios colectivos sectoriales vigentes, en aplicación de lo 

establecido en la presente ley foral”. 

 

Pero es que además, la reclamante fundamenta su posición en un cálculo de 

costes que difiere de los calculados por el órgano de contratación y que integran el 

precio de contrato fijado en el pliego regulador; procediendo reiterar al respecto la 

doctrina y jurisprudencia citada en el fundamento de derecho precedente, relativa a que 

la admisión de la impugnación del pliego regulador más allá del momento 

procedimental habilitado al efecto, con ocasión de uno de los actos posteriores del 

procedimiento, como puede ser la adjudicación, resulta excepcional, por cuanto, 

transcurrido el plazo para su recurso y una vez presentada la oferta, el pliego deviene 

firme y consentido. Aclarando también que si bien la reclamante interpuso un recurso de 

alzada frente al pliego regulador de la presente licitación, lo cierto es que el mismo 
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únicamente tenía por objeto la impugnación de la cláusula 10 del mismo, referida a las 

ofertas anormalmente bajas, sin formular oposición al cálculo de los costes salariales 

que ahora cuestiona. 

 

Y no sólo eso, sino que no podemos olvidar que la determinación del 

presupuesto de una licitación, del que como se ha dicho forman parte los costes 

salariales, es competencia del órgano de contratación; que como expusimos en nuestro 

Acuerdo 82/2021, de 20 de agosto, forma parte del ámbito de discrecionalidad de éste, 

con las limitaciones que de ello derivan en lo que a su fiscalización por parte de este 

Tribunal se refiere. Siendo, por tanto, tal determinación un criterio técnico que sólo 

resulta revisable por este Tribunal, en contra de la discrecionalidad técnica de la 

Administración, en la medida en que se aprecie error, arbitrariedad o falta de 

motivación; ámbito de fiscalización donde entraría la verificación de la cobertura de los 

costes salariales por constituir uno de los elementos reglados de la decisión a adoptar a 

la vista de la obligación legal impuesta por el articulo 66.3.b) LFCP. 

 

Así pues, el cálculo que de tales costes efectúe el órgano de contratación está 

dotado de una presunción iuris tantum de acierto y veracidad que únicamente puede ser 

destruida mediante prueba suficiente en contrario, siendo por tanto carga de la 

reclamante acreditar error o incongruencia clara y suficiente. Siendo esto así, lo cierto 

es que tal presunción en modo alguno ha sido desvirtuada en este caso, pues la 

reclamante no justifica el error en el cálculo realizado, limitándose a aportar al respecto 

una tabla de costes y una memoria explicativa de los mismos, sin indicar el origen y 

fuentes a tales efectos utilizadas; documentación a todas luces insuficiente para hacer 

decaer la presunción indicada y que evidencia que lo que en definitiva pretende es hacer 

prevalecer su cálculo respecto del utilizado para calcular el precio del contrato, lo que 

no es admisible. 

 

En consecuencia, previa deliberación, por unanimidad y al amparo de lo 

establecido en el artículo 127 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos 

Públicos, el Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Navarra, 
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ACUERDA: 

 

1º. Desestimar la reclamación especial en materia de contratación pública 

interpuesta por don L. F. R. B., en nombre y representación de LIMPIEZAS Y 

SERVICIOS MAJU, S.L. frente a la Resolución 466E/2022, de 14 de diciembre, de la 

Directora General de Presupuestos, Patrimonio y Política Económica, por la que se 

adjudica a SACYR FACILITIES, S.A. el lote 10 del contrato del servicio de limpieza 

de los locales de uso administrativo del Gobierno de Navarra y sus organismos 

autónomos adscritos durante el año 2023. 

 

2º. Notificar este acuerdo a don L. F. R. B., en calidad de representante de 

LIMPIEZAS Y SERVICIOS MAJU, S.L., a la Dirección General de Presupuestos, 

Patrimonio y Política Económica, así como al resto de interesados que figuren en el 

expediente, y acordar su publicación en la página del Tribunal Administrativo de 

Contratos Públicos de Navarra.  

 

3º. Significar a los interesados que, frente a este Acuerdo, que es firme en la vía 

administrativa, puede interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, en el plazo de 

dos meses contados a partir de su notificación. 

 

Pamplona, 25 de enero de 2023. LA PRESIDENTA, Marta Pernaut Ojer. LA 

VOCAL, Silvia Doménech Alegre. LA VOCAL, Idoia Tajadura Tejada. 


